ACCION DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA 

                                                       RADICACIÓN: 66001 31 87 004 2017 00104 01
 ACCIONANTE: MANUEL SALVADOR SÁNCHEZ MORALES VS. COLPENSIONES 

ASUNTO: REVOCA DECISIÓN

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Sentencia  – 2ª instancia – 27 de febrero de 2018

Proceso:    
Acción de Tutela – Revoca decisión 
Radicación Nro. :

 66001 31 87 004 2017 00104 01
Accionante: 

MANUEL SALVADOR SANCHEZ MORALES
Accionado:
 COLPENSIONES
Magistrado Ponente: 
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Temas: 
DERECHO DE PETICIÓN / HISTORIA LABORAL / EXISTENCIA DE RESPUESTA DE FONDO / REVOCA / Así las cosas,  este Tribunal considera que Colpensiones cumplió con los requisitos exigidos en la jurisprudencia constitucional arriba relacionada en el entendido de haber materializado el derecho fundamental de petición, debiendo el señor Sánchez Morales allegar las pruebas que requiere dicha entidad como los nombres de los empleadores y los períodos para los cuales laboró;  de tal manera, que Colpensiones con esa nueva información, pueda verificar la existencia de las semanas cotizadas, indagar sobre la exactitud de los datos que informan sobre la afiliación del accionante y hacer las correcciones pertinentes.

5.7.4.  Por lo tanto, esta instancia en sede de tutela concluye que no se encuentra acreditado  que el señor Salvador Sánchez, luego de la respuesta del 15 de mayo de 2017, hubiera diligenciado “los formularios 1,2 y 3” con el fin de que Colpensiones realice la corrección de su historia laboral.  En tal virtud, no se observa una actuación u omisión por parte de la entidad demandada que transgreda o amenace vulneración del derecho fundamental de petición.
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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veintisiete (27) de febrero de dos mil dieciocho (2018)
Aprobado por Acta No.0203
Hora: 2:00 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el señor Diego Alejandro Urrego Escobar, director de acciones constitucionales de la Administradora Colombiana de Pensiones –Colpensiones- frente al fallo emitido el 12 de diciembre de 2017 por el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, dentro de la acción de tutela instaurada por el señor Manuel Salvador Sánchez Morales en contra de esa entidad  por considerar vulnerado el derecho fundamental de petición.
2. ANTECEDENTES 
2.1. El día 12 de mayo de 2017 el señor Manuel Salvador Sánchez Morales presentó un formulario de solicitud de historia laboral ante la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones, donde constara mes a mes, año a año los salarios antes de 1994 y tarjetas de afiliación al ISS.
Agregó que el 15 de mayo de 2017 recibió respuesta parcial por parte de Colpensiones, en la cual le manifestaron que hasta la fecha no habían sido trasladadas las tarjetas de afiliación por parte del liquidado ISS, y que le emitieron la historia laboral post-tradicional, luego de 1994, pese a no  haberla solicitado.
Indicó que  Colpensiones le comunicó a través de oficio BZ2017_4833637-1233785 de fecha el 15 de mayo de 2017, que verificados los registros, no se encontró información alguna a su nombre, sin embargo le señalaron que sí poseen soporte documental de la existencia de la relación como afiliado o cotizante en los tiempos 1967 a 1994, y a lo cual debe acercarse a los puntos de atención y solicitar inclusión y corrección de tal información.
Indicó que a la fecha de la instauración de la tutela han pasado más de cinco (5) meses y no ha recibido una respuesta de fondo por parte de Colpensiones, resaltando que como entidad del Sistema integral de Seguridad Social en Pensiones, es a quien le corresponde solicitar dicha información al ISS.

Solicitó que se le tutelara el derecho fundamental al debido proceso, el derecho de petición y a la seguridad social y que en tal sentido, se ordenara a Colpensiones  que procediera de inmediato a dar respuesta de manera clara, congruente, eficaz y de fondo la solicitud radicada el 12 de mayo de 2017, y en especial el suministro de las tarjetas de afiliación anteriores a 1994 (Fls.1-2)

Adjuntó copia de los siguientes documentos: i) Formatos de solicitud de historia laboral; ii) cedula de ciudadanía; iii) oficio de Colpensiones. (Fls.3-5).

2.2. Mediante auto del 4 de diciembre de 2017, el juez de primer grado avocó el conocimiento de la presente acción de tutela y ordenó correr traslado de la misma a Colpensiones (Fls. 6 y 7).

2.3.  Colpensiones no dio respuesta a la demanda de tutela.

3. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 12 de diciembre de 2017 el Juzgado 4° de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de  Pereira, Risaralda, resolvió tutelar el derecho fundamental de petición del señor Manuel Salvador Sánchez Morales y en tal sentido, ordenó a la Administradora Colombiana  -Colpensiones- “que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta providencia, so pena de desacato, entregue respuesta concreta, clara y de fondo a la petición incoada el 12 de mayo de 2017”. (Fls. 9-11).
Dicha decisión fue notificada a Colpensiones el 12/12/2017 (Fl.12). 
4. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para hacerlo, el 18 de diciembre de 2017, el Director de Colpensiones presentó impugnación al fallo de primera instancia y manifestó que mediante oficio de fecha del 15 de diciembre de 2017 con guía de envío GN0367017033638, la entidad dio respuesta de fondo a lo solicitado por el señor Manuel Salvador Sánchez Morales, por lo que consideró que la vulneración de su derecho se encuentra superada quedando sin objeto la acción de tutela. 
Por tanto, solicitó que se revoque el fallo de primera instancia declarando la carencia actual de objeto y se archive la acción de tutela (Fls. 13-17).
Adjuntó copia del oficio del 15 de mayo de 2017 y del resumen de semanas cotizadas enviados al accionante (Fls. 18-28).

5. CONSIDERACIONES DE LA SALA
5.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

5.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocarla, tal como lo solicitó el impugnante. 

5.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
5.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

5.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.
 De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable. Pues bien, en materia laboral el requisito de subsidiariedad adquiere una connotación particular. La Corte ha sostenido que cuando se trate de controversias relativas al derecho al trabajo, la acción de tutela en principio no es el mecanismo adecuado para debatirlas pues en “el ordenamiento jurídico colombiano prevé para el efecto acciones judiciales específicas cuyo conocimiento ha sido atribuido a la jurisdicción ordinaria laboral y a la de lo contencioso administrativo, según la forma de vinculación de que se trate, y afirmar lo contrario sería desnaturalizar la acción de tutela, concretamente su carácter subsidiario y residual”.  (Subrayas nuestras)
5.6. que el derecho de petición mental de petición está consagrado en el artículo 23 de la Carta Política, en donde se consagra la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades por cualquier persona, ya sea con motivos de interés general o particular y, además, de obtener una respuesta pronta. 

5.6.1 De igual forma, el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, en su artículo 14 indica: “Artículo  14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción.”
5.6.2. La Corte Constitucional en la Sentencia T-237 de 2016 reiteró lo analizado por ese Tribunal en la  Sentencia T-377 de 2000 con respecto al derecho de petición y en la que estableció nueve características del mismo, las cuales se citan a continuación:
 
“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita. e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.  f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente. g). En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordena responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes. h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición. i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta”
5.7.  DEL CASO EN CONCRETO
5.7.1. En el caso bajo estudio,  esta Sala observa que el señor Manuel Salvador Sánchez Morales demandó el amparo de su derecho fundamental de petición por considerar que Colpensiones lo había vulnerado al no dar respuesta a su solicitud de la historia laboral anteriores a 1994, enviada el día 12 de mayo de 2017, lo que significa que el accionante verificó el presupuesto indicado por la jurisprudencia de la Corte Constitucional desde la Sentencia T-010 de 1998 y que se refiere a la carga de la prueba que le asiste de haber elevado un derecho de petición con el fin de requerir la respuesta a la autoridad competente, en este precedente dicho Tribunal indicó lo siguiente:

“La carga de la prueba en uno y otro momento del análisis corresponde a las partes enfrentadas: debe el solicitante aportar prueba en el sentido de que elevó la petición y de la fecha en la cual lo hizo, y la autoridad, por su parte, debe probar que respondió oportunamente. La prueba de la petición y de su fecha traslada a la entidad demandada la carga procesal de demostrar, para defenderse, que, al contrario de lo afirmado por el actor, la petición sí fue contestada, resolviendo de fondo y oportunamente. Pero si ante el juez no ha sido probada la presentación de la solicitud, mal puede ser condenada la autoridad destinataria de la misma, pues procesalmente no existe el presupuesto del cual se deduzca que, en tal evento, estaba en la obligación constitucional de responder.”  (Subrayas nuestras)
5.7.2.  Al respecto, obra en la foliatura la respuesta que Colpensiones había enviado al accionante desde el del 15 de mayo de 2017, en la que le informó al señor Sánchez Morales que la tarjeta de afiliación reclamada no había sido trasladada por el liquidado ISS  y que con dicha comunicación encontraría la relación de cada uno de los períodos de cotización reportados por los  empleadores durante los años 1997-2013.  Así mismo, puso en conocimiento del actor, lo siguiente (Fl. 4):

“En caso de encontrar cualquier inconsistencia deberá entonces solicitar la corrección de la historia Laboral radicando los formularios 1, 2 y 3 en cualquiera de nuestros Puntos de Atención.  Dichos formularios con la herramienta que permite recaudar la información mínima necesaria ya sea de usted como afiliado o de sus empleadores, para poder realizar las acciones de análisis e investigación que permitan, si es del caso, actualizar su historia laboral en COLPENSIONES.

De igual forma le comunicamos que verificados nuestros registros no se encuentra información alguna de la cédula Nº4390164 a nombre de MANUEL SALVADOR SÁNCHEZ MORALES en nuestra base de datos durante los tiempos tradicionales; si posee soporte documental de la existencia de relación como afiliado o cotizante con nosotros en los tiempos 1967-1994, deberá acercarse a uno de nuestros puntos de atención y solicitar la inclusión y corrección de tal información” 
5.7.3. Así las cosas,  este Tribunal considera que Colpensiones cumplió con los requisitos exigidos en la jurisprudencia constitucional arriba relacionada en el entendido de haber materializado el derecho fundamental de petición, debiendo el señor Sánchez Morales allegar las pruebas que requiere dicha entidad como los nombres de los empleadores y los períodos para los cuales laboró;  de tal manera, que Colpensiones con esa nueva información, pueda verificar la existencia de las semanas cotizadas, indagar sobre la exactitud de los datos que informan sobre la afiliación del accionante y hacer las correcciones pertinentes.
5.7.4.  Por lo tanto, esta instancia en sede de tutela concluye que no se encuentra acreditado  que el señor Salvador Sánchez, luego de la respuesta del 15 de mayo de 2017, hubiera diligenciado “los formularios 1,2 y 3” con el fin de que Colpensiones realice la corrección de su historia laboral.  En tal virtud, no se observa una actuación u omisión por parte de la entidad demandada que transgreda o amenace vulneración del derecho fundamental de petición al señor Salvador Sánchez, lo que hace improcedente el amparo invocado.  Al respecto, existe jurisprudencia de la Corte Constitucional que hace alusión a la improcedencia de la acción de tutela ante la inexistencia de una conducta respecto de la cual se pueda efectuar el juicio sobre conculcación de garantías fundamentales, en tal sentido, en la Sentencia T-130 de 2014, se reiteró lo siguiente:
“El objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata, concreta y subsidiaria de los derechos fundamentales, “cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad  pública o de los particulares [de conformidad con lo establecido en el Capítulo III del Decreto 2591 de 1991. Así pues, se desprende que el mecanismo de amparo constitucional se torna improcedente, entre otras causas, cuando no existe una actuación u omisión del agente accionado a la que se le pueda endilgar la supuesta amenaza o vulneración de las garantías fundamentales en cuestión.

(...)  En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)” ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”.   

 Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos.

Así pues, cuando el juez constitucional no encuentre ninguna conducta atribuible al accionado respecto de la cual se pueda determinar la presunta amenaza o violación de un derecho fundamental, debe declarar la improcedencia de la acción de tutela.” (Subrayas nuestras)

De acuerdo a lo anterior, ante la inexistencia de vulneración de los derechos fundamentales de petición y seguridad social al señor Manuel Salvador Sánchez Morales, esta Colegiatura revocará la decisión de primera instancia.
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida el 12 de diciembre de 2017 por el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, dentro de la acción de tutela presentada por el señor Manuel Salvador Sánchez Morales y en su lugar, no se amparan los derechos fundamentales invocados por el accionante.
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario
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